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      INTRODUCCIÓN. LOS ÚLTIMOS TREINTA AÑOS


      Ricardo Becerra


      Puedo conceder que hayamos errado muchos años en casi todo y que tengamos que pagarlo. Pero no perdono que yo a los 20 años, en plena dictadura sangrienta, tuviera una perspectiva de vida mucho mejor que la que tienen mis hijos ahora, con toda esa libertad. Algo va mal en el mundo cuando viejos como yo, se compadecen de los jóvenes.


      ch. tsiolkas, La bofetada.


      Los que tocaron las puertas del mercado de trabajo en los primeros años ochenta forman parte de una generación de mexicanos —quizá la primera desde la Revolución— que creen que sus hijos ya no podrán vivir mejor que ellos; una convicción lúgubre, reiterada un año sí y otro también, al menos desde la mitad del anterior decenio[1].


      Creo que no hemos caído en cuenta de la rotundidad y profundidad de esta percepción, convertida ya en el clima social de la época. De ser correctos los datos, las cifras, las hipótesis y los argumentaciones presentados en este libro, no vivimos en una sociedad trastornada por manías depresivas (una potencia adulta que actúa como adolescente acomplejado) sino que, por el contrario, nuestros datos indican que los mexicanos de a pie tienen muchas y buenas razones para sentir escasa confianza en el presente y en lo que depara el porvenir.


      Como se documentará en este volumen, nuestro país está lastrado por enormes fracasos sociales. El boom delincuencial implantado en nuestra sociedad y el cruel resultado del combate al crimen organizado son, tal vez, los ejemplos más descorazonadores de la actualidad, pero no son los únicos.


      Menos discutido es el acomodo territorial de la población, revelado (otra vez) por el Censo 2010. Allí se confirma el carácter “bipolar” de nuestra sociedad y la configuración espacial de la pobreza: por un lado nos amontonamos en ciudades astrosas, habitadas por millones, mientras que otra cuarta parte de los mexicanos se dispersa en pequeños poblados a los que resulta imposible atender y dar servicios esenciales.


      En parte por eso, el número de pobres no sólo no se ha contenido, sino que ha seguido creciendo: de 52.2 millones en 2000 a 57.6 millones en 2010. Independientemente de cuál sea nuestro balance y nuestro estado de ánimo, es evidente que nuestra economía y política no han podido ofrecer un futuro mejor a la mitad de la población. Otra decepción social.


      Lo que sostiene este libro, es que tales fracasos se aferran al presente, alimentados por otro fallo de carácter epocal, que muy pocas veces se discute y ni siquiera se reconoce como tema en los más influyentes espacios del mainstream público: el fracaso económico luego del intenso reformismo liberalizador de los años ochenta y noventa. Para decirlo de otro modo: es imposible explicar lo que somos y pensamos, sin revisar seriamente la base material sobre la cual se ha erigido la sociedad mexicana de los últimos decenios.


      Veamos algunos datos de largo plazo: en términos reales, el crecimiento del producto interno bruto (pib) fue de 1.6% anual en promedio entre 2000 y 2010 (incluidos ya los efectos de la crisis financiera mundial). Aun y con la tasa de 3.9% en 2011, el crecimiento per cápita en los últimos 11 años —ajustadas las cuentas con los resultados del Censo 2010— se acerca al 0.3% anual en promedio, es decir, un estancamiento neto durante lo que llevamos del siglo xxi.


      Algunos arguyen que es responsabilidad del partido ahora en el gobierno (pan), pero nosotros creemos que el problema es más profundo y viene de más lejos: durante el periodo de 1990-2000, los mismos datos son: 2.5% para el crecimiento promedio anual y de 0.9% para el producto por persona, ninguna diferencia sustancial con el decenio que luego vendría.


      Pero el estancamiento es incluso anterior: los años ochenta vieron crecer al producto promedio anual en 0.4%, mientras que el pib per cápita no sólo no avanzó sino que retrocedió a tasas de –1.8% al año.[2] Así las cosas, lo extraño, lo que resultaría extravagante es que, dados esos resultados materiales, la sociedad mexicana mantuviera el optimismo y una actitud esperanzada hacia el futuro. El pesimismo es real, tiene bases duras y se ha implantado entre nosotros durante una generación completa.


      De tal modo, si proyectamos la película rápida de los últimos treinta años, la afirmación resulta más elocuente: los ochenta son los años en que llegaron a tientas las reformas liberalizadoras con su ambición de insertar a México —casi a cualquier precio— en la globalización; los noventa son los años de la excitación reformista, el momento en que cuajaron la mayor cantidad de cambios estructurales y de mayor envergadura —como el Tratado de Libre Comercio, con su gran efecto expansivo producido por una sola vez—. Finalmente, el primer decenio del siglo xxi, ha sido la fase en que la liberalización se hizo burocracia e inercia, el decenio consagrado a la estabilidad macroeconómica y su “cultura”. Con sus variantes, eventos formidables o sombríos, matices y contrastes, los tres últimos decenios son los más decepcionantes desde el punto de vista del desarrollo económico en México, al menos desde la Revolución. Y ésa es la fuente principal del abatimiento en nuestra época.


      La luz que arrojan los últimos treinta años, reclaman una explicación. ¿Qué pasó con las reformas liberalizadoras? ¿Será cierto que simplemente necesitamos más de lo mismo, en el mismo sentido? ¿No compartirán ellas, algunas o la articulación del conjunto, responsabilidad en el fracaso de estos tres decenios?


      Rolando Cordera y Nahely Ortiz hacen un amplio balance histórico de esa cuestión: metidos en otra crisis de la globalización, ya en el segundo decenio del siglo xxi, ¿qué han producido realmente los cambios estructurales engendrados por la última modernización mexicana, la que va de los años ochenta a la fecha?


      Lo que importa señalar, de momento, es que sobre ese escenario descrito por Cordera y Ortiz, se han enraizado un buen número de patologías sociales, empezando por la inseguridad, derivada a su vez del miedo a perder el empleo, la incertidumbre respecto del futuro, los ingresos insuficientes para insertarse al mercado, la cancelación de la movilidad social, la aprensión por quedarse fuera del consumo y los circuitos de seguridad social.


      Y los datos vuelven a ser ominosos: antes de sufrir y contabilizar el rigor de la crisis financiera en 2009 —y su caída del producto del –6.5%— el Coneval informaba que el 44.6% de la población mexicana (48 millones) era miserable o pobre, y también afirmaba que otro 37.5% de la población era vulnerable a la enfermedad, al desempleo, a los accidentes,[3] a las contingencias de la vida, lo que coloca a casi 42 millones de mexicanos en una condición de incertidumbre permanente, insisto, antes de los estragos del estremecimiento global, como veremos adelante.


      



      Las otras transiciones


      Pero tal y como lo documenta este volumen, no todo lo que ocurrió en México durante estos años puede considerarse un fracaso social; de hecho, dos de sus procesos estructurales más importantes en el largo plazo resultaron, al cabo, bastante exitosos: un drástico tránsito político democratizador, al mismo tiempo que alumbró una nueva demografía nacional, un cambio que rompe la estratificación de edades, dos circunstancias que no había vivido México en toda su historia y cuyas consecuencias sociales y culturales, Raúl Trejo explora en el ensayo contenido en este libro.


      La confirmación de una tendencia consistente que está provocando no sólo un número de hijos por pareja cada vez menor (hasta el último Censo 2010), sino un franco corrimiento hacia el futuro, con más jóvenes, adultos y sobre todo mujeres productivas en edad de trabajar. Y como correlato, menos niños y viejos dependientes de una fuente que les procura manutención en el hogar.


      Ese cambio, ocurrido al amparo de las primeras y muy exitosas políticas de planificación familiar, ha dado un respiro al descomunal crecimiento de las necesidades nacionales, pero durará sólo dos decenios. De hecho, hace varios años que entramos al periodo del bono demográfico y muchos de los hogares ahora, son sostenidos no por un ingreso, sino por dos y es debido a eso —a la estructura demográfica— que aparecen mayores satisfactores y un tipo de consumo más moderno en las familias. Este efecto ha generado a su vez la ilusión de un México “clasemediero”.[4]


      Mirar en la sociedad mexicana actual una ampliación efectiva de las clases medias, puede inyectar una dosis de optimismo (que necesita con urgencia el debate de nuestro presente) pero no debería enceguecernos ni llevarnos a la incomprensión, mucho menos a la autocomplacencia, pues la mejora de los estándares de vida de millones, proviene de la demografía, no de la economía. Puede mitigar momentáneamente los costos del estancamiento, pero no podrá sustituir al crecimiento económico al cruce de los próximos dos decenios.


      Así, sin encontrar la fórmula del crecimiento, metidos en el tercer decenio del siglo xxi, volveremos a ser un país de personas mayoritariamente dependientes —pero esta vez viejas—, un país que nunca pudo convertir en prosperidad su oportunidad demográfica.[5]


      En el terreno de la política ocurrió también otro tránsito histórico: desmontar un sistema autoritario para crear uno nuevo, más libre y de carácter democrático. Desde 1977 México vio desfilar un conjunto de novedades democráticas que pudieron construirse mediante la sucesión de los cambios pactados. La reforma política de 1977 disparó la flecha que en su trayectoria expansiva, obligó a cambiar el mundo político y electoral en 1986, en 1989-1990, en 1993, 1994 y 1996.


      En política, desde 1977, hemos visto de todo “por primera vez”: alcaldes de oposición en las principales ciudades del país; la izquierda —antes excluida de la legalidad— gobierna con naturalidad la capital de la República y otras entidades de importancia; alternancia en las gubernaturas de decenas de estados del país; recuperación del otrora partido hegemónico en condiciones ahora democráticas; creación de nuevas instituciones que confirman los contrapesos al ejercicio del gobierno; creciente autonomía del poder judicial y muy especialmente, el congreso de la Unión, que de ser un apéndice subordinado al ejecutivo, se convirtió en el principal órgano constitucional de discusión y control sobre el presidente de la República.


      Así pues, vivimos un cambio de enorme magnitud y de grandes consecuencias que modificó profundamente esa realidad que llamamos Estado federal y régimen presidencial. El quid de la conquista democrática de México, es que el país supo apostar a un cambio profundo, pero sin violencia, pactando, negociando, usando la arena electoral para resolver la relación de fuerzas, tomando los recursos políticos de las elecciones y apelando a millones de votantes.


      Es mucho más que un cambio de las personas o del partido que gobierna pues nunca en la historia independiente, México había podido transmitir el poder ejecutivo de manera legal, pacífica y ordenada. Todos los intentos de cambio democrático en el gobierno acabaron despeñándose en el caos, el golpe militar o la guerra civil. La transición democrática del fin del siglo xx, logró que esto no ocurriera, en buena medida por su forma, por el aprendizaje social y político que acumuló a lo largo de los años y por las recurrentes y asiduas negociaciones entre actores y grupos enfrentados.


      Amparadas por ese interregno reformista, las maquinarias partidistas, cada vez más poderosas, ocuparon más y más posiciones en el Estado nacional y estuvieron mejor dotadas para competir. El Estado, otrora monocolor, otrora habitado por un solo partido, fue lentamente colonizado por una multitud de fuerzas, partidos, coaliciones distintas. El Estado mexicano se “pluralizó”, y al hacerlo cambió su rostro, su funcionamiento, las reglas de su operación y su representatividad. Dejó de existir un polo de mando único y por eso, el gobierno se hizo mucho más complejo.


      Es el mismo Estado y otro muy distinto. Formalmente, el Estado representativo, federal, democrático que señalaba la Constitución desde 1917; realmente empezó a serlo, cuando la fuerza y la pluralidad de los partidos echó a andar toda la maquinaria de equilibrios constitucionales, la misma que se hallaba enmohecida por el largo periodo de partido casi único en el que había copado casi todo: diputaciones, senadurías, gubernaturas, presidencias municipales, etcétera.


      Este tránsito —valioso en sí mismo— sin embargo, también ha quedado ensombrecido por el pesimismo que proviene no solamente de sus propios rezagos y atascos, sino también de la economía y del peso del estancamiento. Como hemos dicho, consistentemente desde 2003, los mexicanos confirman en el Latinobarómetro su desconfianza en el futuro, en una vida mejor para la siguiente generación, y esa desconfianza se asocia y encuentra responsables a los partidos, los políticos, la política y peor, a la vida democrática misma.


      Ésta es la base explicativa de este libro: el rostro de México en el año 2012, se dibuja por tres transiciones profundas, simultáneas y yuxtapuestas que ocurrieron en los últimos tres decenios: transformación económica; cambio demográfico y transición política. El resultado neto de su cruce y de sus consecuencias han esculpido y de hecho —son— la época contemporánea.


      



      Vigencia de las ideas fallidas


      Los datos del largo y del corto plazo conspiran contra el crecimiento, es decir, contra la única posibilidad que tenemos de prosperidad y bienestar. En 2010 el país logró un “rebote” significativo y el producto interno creció a una tasa de 5.5%. Eso nos alcanzó para sostener una magnitud del producto de 8 762 (miles de millones de pesos); no obstante como la caída fue tan profunda, –6.5% en 2009, entramos al 2012 con un nivel de riqueza nacional menor al de 2008 (8 926); es decir, 2% menor que en diciembre de 2008.


      Confiados en la recuperación estadunidense, el gobierno mexicano esperaba su remolque en los siguientes años, pero no llegó con la fuerza debida. Según el Banco de México, el año 2011 dio una tasa de crecimiento del 3.9. Es decir, para llegar al pib per cápita que teníamos en 2008, necesitábamos crecer 5% en 2011… no lo logramos, y por eso entramos al 2012, no sólo en medio de la incertidumbre de la crisis, sino también, más pobres que hace cuatro años.


      Una última cifra para confirmar la gravedad de la situación: hasta 2012, el crecimiento acumulado del sexenio de Felipe Calderón rondará el 1.9%, un nivel similar al de Miguel de la Madrid (1.4), pero inferior al sexenio de Salinas (3.0), al de Zedillo (3.4) y al del propio presidente Fox (2.1).


      Todos los datos y las tendencias obligarían a discutir cada una de las obsesiones y presupuestos de conducción macroeconómica en México: “la cultura de la estabilidad”, la inacción de la política monetaria, de la política de gasto, la fiscal, el santo temor al déficit, etcétera.[6] Pero no, una suerte de satisfacción e inacción está provocando que el legado de los últimos seis años, pueda quedar en el nivel del peor sexenio de la era priista. Así de simbólico y así de grave, con consecuencias para toda una generación.


      No obstante, y por dolorosa que haya sido, la perturbadora oscilación económica que acaba de ocurrir en el último trienio, sin embargo, resulta bastante típica de lo que ha vivido México en los últimos treinta años.


      Mediante una extraordinaria batería de datos y correlaciones empíricas, Enrique Provencio lo muestra en este volumen: los treinta años que nos preceden no son el escenario de idílica estabilidad, sino de oscilaciones contingentes que bajan y suben la actividad, el empleo, la producción, el ingreso y que excluyen y vuelven más desigual a la sociedad. Los episodios característicos de nuestro tiovivo macroeconómico son bien conocidos:


      – Crisis financiera generalizada en 1982


      – Macrodevaluación de 1985


      – Choques petroleros y cruentos planes de estabilización, 1986-1987


      – El desplome de las cuentas externas y del sistema bancario de 1994-1995


      – La recesión más larga de la historia moderna, 38 meses, entre agosto del 2000 y septiembre del 2003


      – Efectos de la crisis financiera en 2009: la caída más importante del producto desde los años treinta, –6.5%, la peor en 77 años


      – Y en los azarosos tiempos de recuperación, un crecimiento más bien mediocre con excepciones breves (como en el primer semestre del año 2000 y un decenio después, en 2010)


      Como se ve, los treinta años que nos preceden no son un periodo de crecimiento, tampoco de estabilidad ni de seguridad. Los episodios de shock de 1982, 1985 y 1986 pueden ser atribuidos a la implosión de la vieja estructura estatista y proteccionista, pero las otras cuatro grandes coyunturas de crisis y depresión, a partir de 1994, forman parte inocultable de la historia del modelo liberalizador.


      ¿Qué ocurrió entonces? México fue uno de los escenarios principales en los que se introdujo el experimento radical de una visión de la economía y la política, un proyecto cuyo propósito explícito fue dar al traste con la economía mixta y todo su arsenal intelectual; su ambición, desde el principio, fue la de tumbar a la suma de políticas que de la mano de Keynes surgieron después de la Gran Depresión en los años treinta.


      En esta compilación, Federico Novelo se encarga de explicar con amplitud el viraje histórico del que hablamos hasta su última expresión, en la crisis del 2008-2009 y lo que sigue. En todo ese periplo, a México le corresponde el dudoso mérito de haber sido la primera nación en la historia, que aceptó recibir un préstamo de los organismos financieros internacionales (fmi, Banco Mundial y Departamento del Tesoro estadunidense) a cambio del compromiso explícito de llevar a cabo un catálogo de “reformas estructurales”.


      Tras la crisis de endeudamiento de 1982, se impuso no sólo la fórmula de austeridad, no sólo la obligación de pagar el principal y sus intereses, sino un programa ideológico y económico completo: privatización, liberalización del sistema financiero, disminución de barreras arancelarias y finalmente, contención salarial como “la llave” para el éxito de todo lo demás.[7]


      Ese programa de gobierno económico, que luego se convertiría en canon doctrinario, no fue el fruto de la deliberación ni decisión de la sociedad mexicana y sus múltiples intereses. No hubo consenso, ni siquiera disponíamos de las instituciones adecuadas para elaborarlo. De tal suerte, nuestra época económica nació asistida por fórceps, presumiendo ser la única respuesta posible a una crisis terminal del viejo modelo autoritario y corporativo. El consenso del desarrollismo mexicano se rompió. Pocos actores y pocos factores de la economía ganaron, se incorporaron o se sintieron representados en el nuevo. Así llegó el modelo de la globalización mexicana y con él, una gris era de estancamiento.[8]


      Explícitamente, se trataba de dejar atrás la economía mixta, abandonar esa mezcla pragmática de políticas e instituciones (en la cual los mercados libres son reconocidos en su papel de creación de la riqueza) pero quedan sujetos a una regulación pública y un tipo de control social racional y legítimo. Gracias a ese arreglo, ajeno a las recetas, “siempre cambiante y siempre contextual”, la economía nacional y mundial, pudieron escenificar la etapa de mayor crecimiento y menor desigualdad social vivida hasta el presente.[9]


      Pero aquel pacto —práctico y teórico— entre el libre mercado y la regulación pública y el control social, saltó por los aires a finales de los años setenta. Algo ocurrió en ese decenio que aún no comprendemos bien. Las nuevas tecnologías de la información y las telecomunicaciones trajeron posibilidades de movilidad y creación de riqueza pocas veces vista. Las reformas de Deng Xiaoping en China, pusieron a disposición de la globalización a una quinta parte de la humanidad, abaratando los productos, las mercancías y la mano de obra por tres decenios continuos y a escala mundial. Las conocidas políticas de Reagan en Estados Unidos y de Thatcher en Gran Bretaña, permitieron la desregulación de los mercados financieros y el debilitamiento de las instituciones sociales.


      Todas estas decisiones y estos cambios políticos dieron pie a otro cambio, esta vez, en la forma de entender cómo funciona la economía, con la aparición de la teoría de las “expectativas racionales”, la fe en la “eficiencia de los mercados” y la remoción de las normas de precaución.


      El espíritu de esta época de ruptura conservadora, se autoconcibe como una edad adulta en la que hemos abandonado las ensoñaciones utópicas. Los arquetipos y argumentos de esta concepción son efectivamente internacionales y no solamente se afirman en el plano valorativo (el interés privado es lo único que realmente existe, lo único realmente administrable) sino incluso en un plano presuncional: nuestro modo de vida es inevitable y no hay alternativa posible (en la economía, en la política, incluso en la dimensión ética de los individuos).


      Como documentan Wilkinson y Pickett en un libro recientemente traducido al español,[10] a partir de esas ideas y durante esos años, el planeta entero asistió de nuevo a un proceso sostenido de aumento de la desigualdad. Algo similar a lo que ocurrió en la época dorada que precedió a la gran crisis de los años treinta. De nuevo, la liturgia de los mercados libres trajo una nueva época de exuberancia, irracionalidad, burbujas especulativas, saqueos consentidos, euforia y excesos legales e ilegales, que se desplomaron en los años recientes bajo la forma de crisis financiera y económica, quiebras masivas de grandes bancos, empresas y de los Estados, inyección de recursos públicos, rescates malogrados, desconfianza, austeridad extrema y pesimismo depresivo.


      El espíritu de la época con sus muchas ideas fallidas ha sido exorcizado varias veces a consecuencia de las calamidades que produjo y sigue produciendo, pero no se ha ido. Su numen tutelar según el cual, las decisiones no pueden ser más que “racionales” y, por lo tanto, tomadas en un vacío moral, pervive en la cabeza de altos funcionarios económicos, de empresarios, en todos los partidos políticos, en los medios, y en muchas universidades y escuelas de negocios.


      Entre otras cosas, México está urgido a abandonar ese modo de pensar y mirarse de otro modo. Construir otra comprensión de sí mismo que reconozca la importancia que tiene la desigualdad y el daño que provoca la ausencia ética en el funcionamiento de la economía.[11] Esta dificultad de cambio intelectual es uno de los factores decisivos que han impedido un diagnóstico realista de nuestro tiempo y es un componente cocausal del propio estancamiento.


      Y es, quizá, una de las motivaciones principales del presente libro: las ideas económicas fallidas ya no pueden disimular su fracaso y deben ser sometidas al examen de sus resultados reales, luego de transcurridos 30 años de su expansión y su dominio.


      



      Los ricos no son suficientemente ricos, los pobres no son suficientemente pobres


      Por todo eso, creemos, el futuro de México no depende de conseguir más reformas estructurales, tantas y tan pronto como sea posible. Puede aceptarse que algunas sean importantes y también necesarias, pero si continuamos apostando por los lejanos frutos de las reformas estructurales sin echar mano ahora mismo de la política económica, es decir, si seguimos resignados por el mismo e incierto camino —para recrear tasas promedio de 3% de crecimiento— podemos aspirar a que en diciembre de 2012, apenas hayamos regresado al ingreso per cápita que teníamos antes de que estallara la crisis financiera (suponiendo de modo optimista, que la nueva ralentización económica estadunidense en 2012 no tenga un impacto en nuestro propio crecimiento).


      Y si en los siguientes 20 años, la economía creciera a una tasa promedio de 3.5% (nivel que parece altísimo después de los últimos tres decenios) podríamos aspirar a que en el año 2030, llegásemos a un ingreso por persona equivalente a 17 430 dólares, es decir, el 55% del nivel de vida que tienen hoy los españoles (con todo y crisis) y sería apenas equivalente al nivel actual que ya posee Corea del Sur.


      De llegar así al futuro (2030) en las mismas condiciones, ceñidos al mismo “modelo”, entonces ya se habrá agotado el bono demográfico y la limitada riqueza generada no alcanzará para cubrir el compromiso de pensiones suficientes, en una época en la que los viejos representarán ya, la cuarta parte de la población.


      A contrapelo nuestro formato económico ha incubado refulgentes ganadores que ocupan lugares extraordinarios, no solo dentro de los estándares mexicanos sino en la riqueza mundial. Los nombres de Carlos Slim, Germán Larrea, Alberto Bailleres, Ricardo Salinas, la familia Arango, Lorenzo Servitje, Emilio Azcárraga Jean o Roberto González, constituyen la cúspide vencedora del arreglo forjado a punta de reformas estructurales en los últimos 30 años.


      El contraste entre su trayecto y el del resto, hace inevitable una pregunta: ¿por qué su éxito no se ha traducido en el éxito de la economía mexicana? O dicho de otra manera: ¿qué hay en el nuevo modelo, qué hay en nuestro viaje a la globalización, qué hace que los mexicanos adinerados radiquen cada vez más, en una economía totalmente diferente a la del resto del país en el que viven?[12]


      Respuesta: porque la desigualdad es la base de la hipótesis del modelo económico y es el supuesto que gobierna todo lo demás. Llevamos una generación completa escuchando las admoniciones precautorias acerca de las reformas estructurales asociadas a la imprescindible “contención salarial”, aumentos pausados, mínimos que acaso superan la inflación año tras año, en un lento ascenso acumulativo para los que trabajan en el sector formal.


      Este libro sostiene precisamente eso: la economía mexicana ha estado sometida por una ideología productora de incertidumbre e indefensión para un gran porcentaje de la población. Productora de condiciones de vida alteradas en términos de acceso al empleo, ingresos, consumo, vivienda, crédito y seguridad social. En esos hogares, hay más ingresos, pero no por el crecimiento salarial, sino porque dos o más personas están en condiciones de aportar para la manutención de la casa.


      Después del shock de los primeros años ochenta, nuestro modelo económico ha dependido, explícitamente, de reproducir un mercado laboral débil. Los trabajadores no protestan cuando el sueldo no se incrementa lo necesario o incluso, cuando disminuye realmente porque no creen que puedan encontrar otro trabajo. Y ese síntoma provoca que la enfermedad empeore: en 35 años, el salario mínimo de México se ha depreciado tanto, que constituye una cuarta parte del que se percibía en 1976,[13] una disminución de 78%. O para decirlo de otro modo, si los términos salariales hubiesen permanecido simplemente estancados, el salario mínimo en 2011 rondaría los 6 984 pesos, y no los mil 794 pesos que realmente se pagan.


      No es una receta exclusivamente mexicana. También en Estados Unidos se ha producido un sesgo sin precedentes a favor de los beneficios empresariales y en contra del salario. El porcentaje del ingreso nacional dedicado al pago de salarios en 2010, fue el más bajo desde que hay estadísticas (1929). Por el contrario, a partir del 2002, los beneficios empresariales han crecido ocho veces más que los salarios, y por eso los ricos han incrementado su riqueza nueve veces más deprisa que los pobres.[14]


      La evidencia de treinta años señala que el costo de la mano de obra mexicana descendió desde los años ochenta y se quedó allí, en el sótano mundial. En 2010, el pago por hora promedio es de 2.91 dólares, cuatro veces menor que Alemania y tres veces por debajo de lo que se paga en Estados Unidos. Alemania (el país con la mano de obra mejor cotizada llega a 15.32 dólares la hora); seguida por Estados Unidos (con 12.31 dólares); Corea, con 9.28 dólares; pero también Turquía (4) y Brasil con 3.04 dólares por hora.


      China sigue siendo la nación que tiene la mano de obra más barata —inferior a la mexicana (1.5 dólares la hora)— pero sus salarios promedio se incrementan a un ritmo anual de 10% desde hace un decenio. De no haber una corrección macroeconómica hacia la igualdad y en favor del ingreso asalariado en México, nuestras percepciones acabarán siendo las más baratas de todas, más baratas que las chinas, a la vuelta del año 2018.


      Pero ¿por qué razón es y ha sido una apuesta tan mala y de tan pobres resultados? La respuesta, articulada por Paul Krugman, se encuentra en una de esas contradicciones en que ha sido atrapada nuestra economía desde los años ochenta.


      Supongamos que los trabajadores de la industria x aceptan un recorte salarial. Eso permite a la empresa x bajar los precios, lo que hace que sus productos sean más competitivos. Las ventas aumentan y más trabajadores pueden conservar su empleo. Así que se podría pensar que ese recorte salarial hace aumentar el empleo.


      Eso es cierto en el caso de la empresa x, pero nada más. Si por disposición general (fruto de un programa de austeridad o de shock macroeconómico, por ejemplo) se recortan los sueldos, nadie obtiene una ventaja competitiva. Así que los salarios más bajos no benefician a la dinámica general ni al crecimiento. Por el contrario, la caída de los sueldos empeora los problemas de la economía en muchos otros frentes. Y las cosas se deslizan infinitamente a la baja si las empresas y los consumidores prevén que los sueldos seguirán estancados en el futuro.


      Éste es uno de nuestros círculos más perniciosos. Otra vez las cifras: el mercado laboral es integrado hoy por 50 millones de trabajadores, 8.5 millones más que en el año 2000 y 28 millones de trabajadores más que treinta años antes (cuando éramos 21.9 millones, a finales de 1982).


      Lo que vivió México a partir de entonces, es una de sus más crueles paradojas económicas: en el momento en que más rápido crecía su población trabajadora, el salario disminuía y el empleo apenas y podía responder a la oferta real de jóvenes tocando la puerta del mercado. Por eso, en los últimos seis lustros, nuestro país pudo generar sólo una vez, en un solo año (2000), el número de empleos que demandó su mano de obra: en los restantes, fue insuficiente con siete años de pérdidas laborales netas.


      Así las cosas, la propuesta de Ciro Murayama en este libro, es una “respuesta pública, colectiva, pactada, organizada democráticamente” al empobrecimiento y la desigualdad, es decir, una reforma estructural de un tipo completamente diferente a las metabolizadas hasta hoy —ya no para liberalizar— sino para dar seguridad a millones, mediante un mecanismo de redistribución: un pacto fiscal para el Estado de bienestar.


      Como no se puede suscitar un aumento salarial masivo por decreto (aunque sí congelarlos) sin cambios en la productividad, la idea es que mediante un seguro de desempleo se provea de un ingreso a millones de mexicanos, sin condiciones ni afiliaciones, de un modo universal, y por ese simple hecho, se elevarán hacia arriba las condiciones de negociación y de inserción de los trabajadores y de los que buscan empleo en el mercado laboral. No sólo se logra una red de seguridad económica, sino una alteración a favor de los que viven de su trabajo en el mercado, las empresas y la macroeconomía nacional, a la manera de la “gran compresión” con que dieron arranque los Estados de bienestar en el mundo desarrollado.[15]


      



      ¿Quién vela por el interés de todos?


      El conjunto de textos que reúne este libro, sostienen que no hay “reforma estructural” más urgente y pertinente para México, que un cambio para la redistribución: un mensaje general de solidaridad y cohesión social luego de una generación que flota en la crisis y el desamparo económico.


      La más reciente información ofrecida por el Consejo Nacional de Evaluación de la Pobreza (Coneval)[16] retrata a un país con más pobres que hace un trienio y una sociedad que vive diversos “estados de desprotección” en sus derechos sociales fundamentales. Y no sólo eso: los números del Coneval señalan que la mayoría de los mexicanos no puede satisfacer con su ingreso y su trabajo, las necesidades que deberían estar garantizadas por un Estado de derecho digno de tal nombre.


      Son pobres extremos 10.4% (11.7 millones) de los mexicanos; 46.2% son sencillamente pobres (51.9 millones); 28.7% es población vulnerable por sus carencias (unos 32.2 millones); 5.8% lo son vulnerables por ingreso, (unos 6.5 millones) y sólo el 19.3% no son pobres ni vulnerables (21.7 millones de mexicanos de clase acomodada).


      No son éstas las cifras de un país de clase media, mucho menos si se mide por el lado de los ingresos: el porcentaje de la población mexicana en situación de pobreza por ingresos volvió a superar a la mitad de la población, situando en esa condición a 51.3%, más que en 2002 y más que en 2008.


      Entre 2008 y 2010, los ingresos de los hogares mexicanos cayeron 12.2% en términos reales. En promedio, los nacionales se hicieron más pobres, perdieron capacidad de compra y riqueza —contante y sonante— en una octava parte de lo que antes tenían y recibían. Más gráficamente: en 2010, los hogares mexicanos tuvieron un ingreso mensual promedio de 11 645 pesos, mientras que en 2008 su ingreso había llegado a 13 274 pesos mensuales. La Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares 2010, muestra que no hubo segmento alguno de los hogares mexicanos que no sufriera una caída en el periodo analizado.


      En otras palabras, el informe oficial de Coneval, presentado a la mitad de 2011, muestra que la crisis y sus efectos no terminaron ese año; las consecuencias sociales y productivas fueron más destructivas en México porque Norteamérica venía de una etapa de crecimiento y prosperidad por dos decenios y porque conserva una red de seguridad económica sólida para sus ciudadanos; y lo peor: la nueva oleada de empobrecimiento generada por la crisis, canceló la reducción paulatina de la pobreza que con todo, México había podido sostener luego de la crisis del tequila en 1994-1995.


      Frente a esa fragilidad y esa precariedad en las condiciones de existencia que nos hacen tan vulnerables, este libro propone emprender un camino distinto, el de los derechos de la igualdad, materialmente tangibles y pensados para todos, sea de la región, estrato o estado que sea. Pedro Salazar se encarga de argumentarlo y lo desarrolla así: “los derechos sociales son la única palanca institucional con que contamos para combatir la desigualdad de la sociedad mexicana”. Por eso fortalecer la Constitución significaría “forzar a que todos nos tomáramos en serio a la ley y al derecho” y replantear la manera en que los actores económicos y políticos se ven a sí mismos: “ya no como parte de una feudalización nacional, una fragmentación federalista o una pluralidad sectaria”, sino conducidos por un puñado de obligaciones universales que no pueden ser ignoradas por ningún gobierno, ningún gobernante, ninguna fuerza política.


      Los derechos y sus áreas fundamentales son definidos —y explicados sus alcances— en este volumen: educación (Rollin Kent), salud (Leonardo Lomelí), igualdad de género (Marta Lamas), derechos de los jóvenes (Rafael Cordera), derechos laborales (Giménez Cacho), medio ambiente (Julia Carabias) y derecho a la información (Raúl Trejo). Una concisa enumeración de condiciones que tienden a igualarnos y nos colocan en el umbral de una sociedad “cuyas expectativas vitales, hacen a las personas sentirse parte de la comunidad, de un pacto civilizatorio, es decir, de la ley, del Estado de derecho”.[17]


      



      La equidad reclama su reforma


      Para edificar esa “infraestructura de la equidad”, se esté dentro del sistema productivo o no, se requiere encarar la reforma estructural más largamente pospuesta, lo mismo por populistas que por neoliberales, al menos desde hace 52 años: la fiscal.[18]


      Se trataría entonces de propiciar un piso de seguridades económicas, sin condiciones, sin padrones de ningún gobierno o partido, coyotajes ni clientelas, a cambio de una modificación fiscal que permita eliminar excepciones y devolver el principio redistributivo esencial: progresividad (a mayor ingreso mayor impuesto). Se trata de una solución política que imaginamos así:


      1] Una evaluación amplia para la reformulación del gasto público nacional, en los tres niveles. El gasto corriente del sector público se ha incrementado casi al 100% en términos reales en 12 años, es decir, creció más de 400 mil millones de pesos. Esta multiplicación vuelve a demostrar su irracionalidad con la existencia de casi mil programas sociales dispersos, yuxtapuestos, contradictorios, creados por gobiernos de todo tipo y nivel y que en conjunto apenas y atienden algunas de las necesidades claves, para luego reconvertirlas en clientelas. Una reforma a la estructura del gasto público, es condición de la reforma fiscal.


      2] Una subida escalonada de los principales impuestos, especialmente al impuesto sobre la renta (isr). Incremento al impuesto empresarial a tasa única (ietu); del impuesto especial sobre productos y servicios (ieps), revisión a la alta del impuesto predial y una tasa generalizada del impuesto al valor agregado (iva).


      3] Supresión de las exenciones y devoluciones fiscales para disminuir la evasión; cancelación del amparo fiscal, al mismo tiempo que se propicia la introducción de impuestos a los donativos y las herencias.


      4] La introducción de estándares, prácticas e indicadores de transparencia mucho más estrictos, de carácter nacional. Nadie que tenga que ver con el cumplimiento de una obligación legal —como el pago de impuestos— puede ser reservado o clasificado.


      En esta propuesta “nadie se queda sin contribuir”, ni siquiera los más pobres. El cálculo del impacto de estas medidas en el mediano plazo (4 años) ronda, según diversos escenarios moderados, entre 3.5 y 4.5% del pib, pero su impacto en el crecimiento —de ser rápidamente instrumentados el seguro de desempleo universal y la infraestructura de salud— convertiría a ambas medidas en una palanca importante para el propio crecimiento.


      La asignatura es obligatoria: aún y con la reforma tributaria y sus frutos iniciales, en cuatro años, México seguiría abajo del promedio de la carga fiscal en América Latina (18%) pues su recaudación apenas araña el 11% del pib. Y como quiera que se vea, la reforma social es una reforma económica porque: 1] permite brindar seguridades tangibles y líquidas a los mexicanos para encarar con menos riesgos el futuro mediato; 2] fortalece el consumo nacional, al canalizar recursos masivos en el mercado interno y en la adquisición de bienes básicos; 3] permite redistribuir los costos laborales, los costos de contratación y despido; 4] permite afrontar en otras condiciones políticas (y psicológicas) las reformas económicas pendientes y, lo más importante, 5] construye el piso mínimo que necesita el salario para comenzar a crecer.


      No se trata de una reforma contra los más adinerados, sino de la realización de una inversión en su entorno, en los hombres y mujeres que les rodean, en la certidumbre macro de su negocio y en su propia seguridad. Se puede y se debe discutir acerca de las opciones para el crecimiento redistributivo, pero lo que resulta chocante e inaceptable, es entrar a nuevos ciclos de reformas que vuelvan a posponer la equidad social y la instauración de un estado de derechos sociales.


      La sociedad moderna, la estructura productiva, la competitividad, la democracia y un mínimo sentido de justicia, reclaman esa reforma estructural para la equidad social. Una reforma fiscal sostenida por una sólida coalición política pluralista, para lanzar el programa de inclusión social, quizá el más amplio y universal desde el cardenismo. Una vez en marcha, podemos emprender otras tareas, amplias o difíciles, pero ya no a costa de más desigualdad, inestabilidad e inseguridad.


      En resumidas cuentas: el planteamiento de este libro es que la solidaridad social está en la base de la productividad y de la competitividad. No es al revés: nunca en ninguna parte, lo ha sido.


      Presidencialismo mental


      Pero ¿cuál es la viabilidad política de este programa de reforma a la sociedad mexicana? ¿Es posible que el congestionado panorama político mexicano pueda incursionar en una agenda como la que hemos descrito aquí?


      Sostenemos que en la mezcla del formato presidencial con las condiciones pluralistas reales del país, resulta muy difícil imaginar siquiera una ronda redistributiva o un paquete de reformas coherentes e importantes. La historia de los últimos 15 años —el periodo del asentamiento pluralista— muestra que la dispersión de poder, la brecha entre poderes, especialmente entre el congreso y el ejecutivo, ha complicado ya no digamos la capacidad de llevar la iniciativa, sino de establecer condiciones de gobierno. La historia de la presidencia de Felipe Calderón es muy ilustrativa.


      Muy temprano, antes incluso de tomar posesión, la suerte de su gobierno se definió. Felipe Calderón había esbozado la posibilidad de un “gobierno de unidad nacional”, “un gabinete inclusivo y abierto a otras fuerzas”. Sus dichos revelaban un sano realismo y cuentas políticas bien hechas: el pan había obtenido 41% de los senadores y de diputados. Y ya se sabe que el álgebra congresual es implacable: eso quería decir que en el poder legislativo, la suma del prd, pri y los otros partidos, alcanzaba 59%, casi 20% más que el pan y su gobierno.


      Sabemos poco de los esfuerzos reales hechos por el presidente para tejer un acuerdo que amalgamara una mayoría en el congreso, se expresara en el gabinete y en un puñado firme de iniciativas de cambio. Pero vistos los resultados, la operación fue tímida y fracasó en el primer tanteo. Calderón mismo lo reconoció en una entrevista temprana, durante su primer gira por España: “La invitación se formuló con toda honestidad y de hecho sigue abierta. Lo que ocurre es que mis interlocutores políticos la han rechazado. El prd, desde luego, casi por principio, y el pri, curiosamente tampoco la ha aceptado”.[19]


      Con ese lacónico reconocimiento, el presidente se condenaba a repetir el libreto de los últimos lustros, al menos desde 1997, cuando el presidente Zedillo perdió la mayoría en la cámara de diputados. La experiencia fue antecedida con mayor profundidad y tirantez por Vicente Fox, quien inauguró una ruta pendenciera a lo largo de todo su sexenio que acabó —también se sabe— en una exasperante intervención que contribuyó como pocas cosas al desbarajuste electoral.


      Así, la política de Calderón se volvió un peregrinar: en lugar de coalición de gobierno, gabinete monocolor; en lugar de programas generales y pactados, hombres de confianza que trabajan tejiendo acuerdos puntuales (cuando los logran), tema por tema, en una relación estrábica con los otros partidos y sus legisladores: por un lado, los necesita para hacer prosperar iniciativas clave y, por otro, compite y desafía a los mismos, si así lo precisa el calendario electoral en turno.


      El costo de esta fractura entre poderes es demasiado alto: el legislativo no acompaña, ni es un apoyo clave del gobierno, por el contrario, a menudo es su primer y principal dificultad. Desde 1997, hasta los años recientes, hemos testificado un número ya muy largo de episodios de tal desencuentro estructural: porque las prioridades del congreso son distintas y van por otro lado.


      Es demasiado fácil “analizar” la situación, acomodándose en el lado favorito de este drama. Unos subrayan la soledad, impericia y terquedad de los presidentes, al menos desde Ernesto Zedillo. A otros les parece signo imperdonable de irresponsabilidad de nuestra “clase política”, incompetente o majadera. Algo hay de todo eso, por supuesto. Pero más allá, muchas cosas andan mal en el piso básico de la relación, en el edificio contrahecho de unas reglas arcaicas que aseguran pleitos, tema tras tema y que hacen casi imposible la colaboración.


      El presidente no construye mayoría, no comparte definiciones estratégicas, ni gabinete ni programa de gobierno. Los partidos opositores tampoco tienen mayoría pero sí, todas las razones para complicar y ensombrecer al gobierno que no los incluye. Y cuando por fin colaboran, lo hacen mediante pujas sordas, oscuras, palmo a palmo, invirtiendo demasiado esfuerzo para producir un solo acuerdo, que se refleja casi siempre en el presupuesto y sus muchas distorsiones.


      



      Gobiernos de coalición


      Así seguiremos y así seguirá el país, si el gobierno, los políticos profesionales y los partidos siguen atados a la tara presidencialista, sin imaginar como legítimo, necesario y legal, el gobierno de coalición.


      Dice H. M. Enzensberger, “gobernar en condiciones pluralistas, equivale a una fuerte y abundante ingestión de ranas y de sapos”.[20] Equivale a tragarse todas y cada una de las descalificaciones proferidas contra el adversario en la campaña electoral; sentarse con el odiado contrincante; pedir anuencia, comprensión y, modestamente, solicitar acuerdos; ceder en temas que resultan caros; atender peticiones del malquisto opositor; deformar muchos de nuestros propósitos; colocar en el gobierno propio a figuras que antes fueron inaceptables; votar sobre asuntos de los que no estamos convencidos, y estar dispuesto a consultar todos los días las decisiones con rivales históricos.


      Esto es lo que significa la coalición de gobierno. Una estación política totalmente nueva, nunca antes experimentada y tampoco imaginada por la cultura de nuestro presidencialismo mental. Pero la situación real de la política mexicana lo viene exigiendo hace 15 años, lo exige hoy y lo exigirá mañana.


      Basta una mirada a las matemáticas históricas de la relación entre poderes para comprender la razón de la hemiplejia democrática: en 1991 el partido mayoritario (pri) contaba con el 64% de las curules. En 1994, el propio pri alcanzó el 60%; en 1997 perdió por primera vez su condición mayoritaria en el parlamento, al obtener el 47% de la cámara baja.


      El año 2000 no hizo más que intensificar este divorcio estructural: la coalición ganadora (pan-pvem) alcanzó una mayoría muy relativa con el 38.2% de los diputados, condición que perdió tres años después, cuando el pri recuperó su estatus como primera fuerza parlamentaria con un 40.4%. En la elección presidencial del 2006, el pan, con gran dificultad, refrendó la presidencia pero tampoco tuvo mayoría (41.2% de los diputados); y la cosa empeoraría tres años después, en 2009, cuando el partido gobernante obtuvo a penas el 28% de los diputados, la porción más baja que haya tenido cualquier presidente mexicano, al menos desde los años treinta.


      Como señala José Woldenberg en este libro, cada episodio del desencuentro entre poderes constitucionales —sea por las iniciativas de reforma, leyes, informes presidenciales, incluso declaraciones— son síntomas productores de malestar y desencanto, ya no con los legisladores, los partidos o la política, sino con la democracia misma.


      Por eso, si el pluralismo mexicano que tan trabajosamente fue construido, va a encontrar un ecosistema más productivo y habitable, es urgente abandonar la clave presidencialista con la que entendemos y actuamos la política. Urge pensar e imaginar la vida política en otro formato y de otro modo. La idea que se expone en el cuarto capítulo es poner en movimiento la idea de los gobiernos de coalición y —como afirma el propio José Woldenberg— su formato constitucional más natural: el régimen parlamentario para México.


      



      Eficacia de la coalición: evidencias empíricas


      En un informe encargado por la cámara de los comunes: “¿Quién gobierna? Formando gobiernos de minoría en un Parlamento sin mayoría”[21] desfilan datos importantes que documentan la relación histórica entre economía y política verificable en Inglaterra, Irlanda, Gales, Escocia y como referentes sistemáticos, los países desarrollados suscritos a la ocde.


      El texto se levanta sobre tres patas lógicas expuestas más o menos así: 1] para crecer, estableciendo bases de largo plazo; 2] para realizar cambios en respuesta a cambios profundos de la dinámica económica, 3] ¿qué tipos de gobiernos se han mostrado más eficaces en los últimos 40 años?


      Resulta que la evidencia, el mayor número de casos, es exactamente la contraria a la que arguye el sentido presidencialista de las cosas. Cito el informe “Siete de las 10 mayores consolidaciones fiscales llevadas a cabo en los países de la ocde desde 1970 que se han producido bajo gobiernos de coalición. En Alemania el gobierno de coalición es una constante permanente y es, al mismo tiempo, la economía más fuerte de Europa” (p. 14). Contrario sensu: “Grecia ha caído en un precipicio fiscal con puros gobiernos mayoritarios, de un solo partido”. Los casos más exitosos de cambios fiscales o constitucionales serios y profundos —esos que abren la avenida para todas las demás reformas— han sido escenificados en Bélgica (dos veces), Dinamarca, Finlandia, Italia, Noruega y Suecia, mediante gobiernos de coalición compuestos por dos o más partidos.


      Así que la añoranza por un gobierno “fuerte”, que “debe ganar todo si gana la presidencia” no sólo emana de un eco autoritario (lo que la votación no te dio, te lo dará una fórmula legal) sino que es, además, una ilusión y por eso, un grave error político.


      Dice el Informe británico: por definición “un gobierno de minoría debe hacerse de una red de apoyos y de intereses más amplia que su base electoral de origen. Y esa construcción política, es la que produce una responsabilidad compartida por sectores más amplios de la sociedad. Por lo tanto, es capaz de enfrentar y asumir decisiones más valientes” (p. 2). ¿Decisiones más valientes? Típicamente, la reforma fiscal.


      Todo esto quiere decir que los gobiernos modestos, cuya mayoría no es electoral sino que ha sido edificada por la negociación desde el Parlamento, son incluso mejores en el ranking mundial del cambio estructural. Y son mejores porque “no son plebiscitarios, ni polarizan la agenda del gobierno” (p. 13), es decir, no pueden ignorar el continente plural que tienen enfrente y, por el contrario, quedan obligados a intentar la cuidadosa elaboración de una propuesta que abarque a otros.


      En los gobiernos de coalición, sigue el reporte, las fuerzas políticas coaligadas “se autocondenan a tener éxito y a luchar hombro con hombro para tomar decisiones difíciles y promover cambios en las áreas críticas” (p. 13). Muy recientemente los demócrata-cristianos y los socialdemócratas alemanes dieron este ejemplo: la fuerte caída del pib debida a la crisis financiera, no se expresó socialmente, el desempleo alemán fue el menor que cualquier otro país en el mundo, al mismo tiempo que se acercó a la meta europea de déficit público (3% del pib) porque el iva fue incrementado en tres puntos. No sólo eso: merced a la coalición, el Bundestag aprobó la mayor reforma constitucional desde su creación en 1949. El paquete introdujo cambios radicales en las relaciones competenciales entre el Estado federal y los länder, quizá, la más vieja asignatura de la política constitucional germana.


      Pero no hay que ir tan lejos para conocer el significado —y los resultados prácticos— de los gobiernos de coalición: la democracia y la sorprendente gobernabilidad de Brasil.


      El gigante sudamericano es ahora, un ejemplo mundial de crecimiento, estabilidad, continuidad y conducción coherente en el gobierno. Un ejemplo político, en medio de un desarrollo económico muy espectacular (en el primer decenio del siglo hizo crecer su pib en 43%) y no obstante, condenado por los peores augurios dentro del presidencialismo: compiten 27 partidos políticos a escala nacional y su acceso al Parlamento es directamente proporcional a la votación (es decir, no existe un porcentaje predeterminado para ser reconocido legalmente e ingresar al congreso).


      Los politólogos llaman a esto “presidencialismo multipartidista extremo”, una fórmula segura para el desgobierno, para que el presidente carezca siempre de una mayoría que le acompañe en el legislativo, para que el congreso se erija en el principal obstáculo de las iniciativas que vienen del ejecutivo, para la fragmentación y los temblores institucionales.


      Pero desde hace 15 años no ha sido así: desde que Fernando Henrique Cardoso conquistó la presidencia del país ocurrió un acomodo político histórico que explica la actual continuidad y la estabilidad gubernativa brasileña: un enorme partido “de centro” estuvo (y está) dispuesto a establecer coaliciones de gobierno, lo mismo con el izquierdista Partido del Trabajo que con su adversario más polarizado, el Partido de la Socialdemocracia Brasileña, negociando y modulando con ambos, sus programas de gobierno y sus prioridades esenciales.


      Estoy hablando del Partido del Movimiento Democrático Brasileño (pmdb), el partido del primer gobierno posmilitar (de Tancredo Neves y José Sarney) y que se ha vuelto el gran ecualizador de la política en Brasil, haciendo valer su permanente 25% del electorado nacional, gobiernos locales (su bastión: Río de Janeiro) y políticas pragmáticas.


      En 1995, el pmdb estuvo dispuesto a construir una coalición de gobierno con el socialdemócrata Cardoso; desde hace ocho años con el partido de Lula y ahora con Dilma Rousseff. De esa suerte, el pmdb, se ha convertido en la “llave” de la gobernabilidad en Brasil, explotando y fortaleciendo su propio peso al recolectar dividendos políticos por los servicios que presta.


      No ha presentado candidato propio desde los años ochenta, aunque siempre “está” en el gobierno. El pmdb apoyó a la candidata del pt desde el principio y con ello, precipitó el amplio proceso de adhesiones y alianzas que le siguieron. Al iniciar el gobierno, el pmdb, cuenta con 89 diputados y 16 senadores: o sea el 25% de los legisladores que apoyan a Rousseff.


      ¿Qué tenemos entonces? Un presidencialismo de coalición. La mandataria brasileña llegó a la presidencia apoyada por diez partidos y por lo pronto cuenta con 372 de los diputados (72%) y 60 de los senadores (74%), más de los necesarios para modificar la Constitución. Las alianzas fueron electorales (en primera y segunda vuelta) pero también legislativas: se reflejan en las 37 posiciones del gabinete (seis son del pmdb) y también en el programa y las prioridades del gobierno. De esa manera Rousseff llega socorrida por una circunstancia inédita en la democracia de Brasil: por primera vez, la presidencia contará con la mayoría absoluta en el congreso.


      Sin ese vasto pegamento partidista, la historia política de Brasil sería muy distinta. Podríamos decir incluso, que la cultura política, la práctica política de Brasil se adelantó a sus condiciones institucionales, y sin reingeniería constitucional, ha logrado forjar lo que parece ser el destino ineludible de las democracias y los pluralismos de América Latina: la obligada construcción de los gobiernos de coalición.


      Un ejemplo más: luego de las elecciones argentinas, el Observatorio de Política Brasileña se preguntaba si esta no era, en realidad, la pregunta política de toda América Latina: “se sabe que el parlamentarismo requiere de la modernización de las clases políticas y no parece haber otro camino, Dilma por ejemplo, depende completamente de la coalición con el pmdb y no lo podemos siquiera reconocer”.[22]


      Tienen razón: los problemas se parecen mucho en todas partes. Las 18 democracias imperfectas de América Latina, escaparon del autoritarismo y de sus dictaduras, dentro del presidencialismo histórico (a imagen y semejanza de la Constitución estadunidense) y no obstante, desde el punto de vista político y constitucional, ningún problema parece ser tan importante como la tensa y compleja relación entre el presidente y los congresos de la región.


      Y es que la nueva era no sólo trajo poderes legítimos mediante elecciones libres, sino que también derivó en la fragmentación del poder mismo, porque el parlamento —habitado por la pluralidad política— cobró un protagonismo como pocas veces lo tuvo en nuestra historia independiente. Aquí y allá, la aparición de los “gobiernos divididos” configuró el escenario en América Latina, complicando la gobernación y acotando de diversas formas la actuación del presidente, por muy votado que sea.


      Por esa razón, el reformismo latinoamericano ha optado por inyectar dosis diversas para parlamentarizar sus sistemas políticos: dando nuevas atribuciones al poder legislativo (moción de confianza; censura; informes; pregunta parlamentaria; interpelaciones e investigaciones); redistribución de las facultades del presidente (legislativas, definición del presupuesto público, poder de veto; atribuciones en emergencias; expedición de decretos; los mecanismos para emitir decretos-ley); creación del cargo de jefe de gabinete o fórmulas parecidas; permitir que el congreso censure y destituya a los ministros del gabinete e incluso, otorgando la facultad al presidente para que en circunstancias excepcionales disuelva el congreso.[23]


      Puede decirse, que éstos son los grandes temas que han cambiado la índole de la relación entre el ejecutivo y el legislativo en América Latina. Y es que la paradoja está en el corazón del sistema presidencial: por un lado la necesidad de un presidente fuerte pero acotado; capaz de tomar decisiones pero lleno de controles; ágil pero atento a un montón de formalidades, mientras, tenemos congresos que canalizan las demandas y necesidades de la ciudadanía, pero que deben trascender los intereses de su clientela o su sector; un congreso que debate, evalúa, fiscaliza pero que no ha de entorpecer al gobierno. Ésta es la ecuación política irresuelta de nuestra democratización.


      La discusión política o la solución clásica apunta a dos fórmulas: revisar la configuración del sistema electoral a fin de reducir el multipartidismo y minimizar el congreso, o bien modificar la estructura fundamental del régimen político para pasar del sistema presidencialista a uno parlamentario o semipresidencialista (la segunda vuelta, no ha resuelto tampoco este gran problema, pues el congreso sigue votándose en elección y boleta distintas a la del presidente).


      Es la realidad la que ha aportado su propia solución: frente a la fragmentación del sistema de partidos, han ocurrido grandes acuerdos políticos mediante los cuales, los presidentes latinoamericanos forjan coaliciones con otros partidos, de muy distinto signo, para facilitar su conducción gubernamental. En este sentido, la desaparición de gobiernos de mayoría unipartidista, ha propiciado la construcción paralela de gobiernos respaldados por coaliciones. La tendencia ha cobrado tanta importancia que algunos estudiosos lo llaman ya “presidencialismo de coalición” (expresión temprana, acuñada por el politólogo brasileño Sérgio H. Abranches).


      



      Imaginar el parlamentarismo


      Los congresos fuertes son el resultado natural de la política de coalición y admiten al hecho social del pluralismo, exactamente lo contrario de la ensoñación mayoritaria que presupone un congreso de y para el presidente. Lo que es más: es muy probable que una mayoría congresual que no se atiene a la votación efectiva ni a la mayoría real —una lograda por la llamada cláusula de gobernabilidad— no encuentre reflejo en la sociedad y a la larga, deba medirse con otros intereses vivos y actuantes en el océano social, diverso y desigual, que no quiso ni supo representar.


      Resulta muy extraño que el debate político mexicano siga ignorando la experiencia del mundo, pero asombra aún más que se olvide la experiencia de la propia transición democrática: escapamos del autoritarismo, removiendo las sucesivas cláusulas de gobernabilidad, es decir, el mecanismo para una mayoría artificial. Fue hasta 1996 que se cancelaron los artilugios legales y en definitiva, se abrieron las compuertas de la democratización.


      Desde entonces, la realidad social y política, elección tras elección, se empecina en afirmar su perfil heterogéneo. Y lo que esa realidad sigue reclamando es mantener abierta la competencia política, admitir el pluralismo y dar paso a lo impensado por nuestra adolescencia democrática.


      Podemos —conforme el ensayo de Lorenzo Córdova— diseñar un nuevo régimen político que se ajuste a la realidad sin asfixiarla: parlamentarismo, un tipo de arreglo constitucional en cuya lógica está la necesidad de las coaliciones para poder gobernar: un acuerdo público entre partidos; un programa de gobierno común y un gabinete de compromiso que emerja del congreso.


      En la situación mexicana de tres partidos históricos (que ningún artificio o regla electoral inventó, sino la realidad misma), la coalición de gobierno se antoja como la única salida al endémico gobierno dividido, partido en poco más de tres, por la voluntad misma del electorado.


      En el parlamentarismo —nos dice José Woldenberg— el acuerdo de coalición no es opcional: por el contrario, es la condición para acceder al gobierno; si no hay mayoría que proviene de la votación o si no hay un acuerdo político de largo alcance en el congreso, no hay gobierno, y de esa suerte, se trasciende la división entre legislativo y ejecutivo, obligados a caminar en la misma dirección.


      El libro cierra con dos textos pedagógicos, pero que dan un paso analítico más allá: Jorge Javier Romero coloca al presidencialismo mexicano en perspectiva histórica, como un régimen que no ha podido naturalizarse ni normalizarse en la política real de México, mientras que Mariano Sánchez Talanquer explora el “cambio necesario”, es decir, las piezas precisas que sería necesario modificar en la Constitución para facilitar los gobiernos de coalición y para esbozar jurídicamente el régimen parlamentario en nuestro marco legal.


      



      Sentido de la urgencia


      En los años recientes proliferaron los libros, ensayos y balances de cien y hasta doscientos años de la sociedad mexicana.[24] A contrapelo, lo que el lector tiene en sus manos, es un recorrido por el México actual, real, digamos México en su última etapa histórica (1980-2011). En ese sentido, se propone el balance de una época.


      Creemos que sus planteamientos centrales, equidad social y parlamentarismo, constituyen debates, al mismo tiempo urgentes y de largo plazo, porque vienen de muy lejos, desde los años ochenta, y porque después del año 2012, muy probablemente México puede vivir otros seis años dando vueltas en las trampas de un presidencialismo que ha mostrado no tener el instrumental para gestionar la pluralidad del país.


      Y podemos seguir atados a un tipo de macroeconomía liberalizada que no pueden curar sus propias heridas, no puede generar el empleo necesario, depende de los bajos salarios y lo peor, sin mayor revisión y examen, por inercia e intereses creados, sigue reclamando más reformas en el mismo sentido.


      En nuestra opinión, es necesario ubicar el debate nacional, donde debe estar: en las consecuencias reales de un cuarto de siglo de reformas estructurales; en el urgente paso hacia la igualdad que reclama un mínimo sentido de cohesión social y en esos 15 años de vida democrática dentro del presidencialismo que nos ha metido en una estación confusa y decepcionante.


      Equidad social y parlamentarismo no es ni quiere ser una mirada de toda la realidad mexicana y tampoco ofrece un amplio catálogo de cambios; es más bien un llamado a concentrarse, a abordar los dos problemas centrales de nuestro presente: la desigualdad, la pobreza, la fractura social y el tipo de democracia que será capaz de elaborar su solución.
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      EL CONTEXTO INTERNACIONAL DE LA PENURIA MEXICANA


      Federico Novelo Urdanivia[1]


      Para María Cruz Mora Arjona,

      mi querida Maca.


      



      presentación


      Sin menoscabo de otras asignaturas de la llamada agenda nacional, el problema más perseverante, agudo y reiteradamente mal resuelto de México es el relativo al sector externo; desde las opciones disponibles al momento de la independencia: centralismo o federalismo, liberalismo o conservadurismo, presidencialismo o parlamentarismo, la nación ha mostrado una notable disposición a imitar esquemas de otras latitudes que, con la adopción no tan reciente del libre mercado, parecen honrar la condenatoria afirmación del antropólogo Samuel Ramos, en el sentido de asumir a la imitación como el único destino de una cultura derivada, no original, como es la nuestra, a partir del peso inescapable del pasado colonial.


      La propuesta de institución estrella, la Constitución de 1824, elaborada por la comisión presidida por don Miguel Ramos Arizpe es muestra, notable y germinal, de tales aficiones, desde el nombre otorgado a la nueva nación, Estados Unidos Mexicanos, hasta la adopción de un federalismo que, en sentido estricto, se adelantó a la misma determinación territorial de los estados así asociados. Lucas Alamán, líder fundamental del centralismo y, simultáneamente, del conservadurismo (no son lo mismo) de aquel entonces, la percibió como: “Imitación servil de la norteamericana aunque con resultados contrarios, pues si allá sirvió para ligar entre sí partes distintas, que desde sus orígenes estaban separadas, en México tuvo por objeto dividir lo que estaba unido y hacer naciones diversas de lo que era y debía ser una sola”.[2] El propósito de este capítulo, por supuesto, no es el de la revisión histórica de las relaciones de México con el exterior, sino el de analizar el influjo de ese entorno en el devenir nacional reciente, enfatizando la forma empleada para la inserción en el mundo y algunas de sus repercusiones internas.


      



      breve historia reciente de la economía internacional


      La relación entre la existencia de grandes mareas internacionales y de visibles vulnerabilidades nacionales continuó verificándose a lo largo de la historia, con el saldo de una complementariedad persistente, en la adopción de programas y políticas internos. El punto de quiebre que experimentó el denso cuerpo institucional derivado de la conclusión de la segunda guerra mundial, lo que Carlos Tello M. ha denominado La revolución de los ricos, y que se comenzó a establecer durante los años setenta del siglo pasado, caminó como respuesta unilateral a la singular crisis que el ido Paul Samuelson bautizó con el poco agraciado término de estagflación (estancamiento con inflación), que conformó una circunstancia inexplicable, entre otros, para el entonces muy socorrido modelo is-lm; en él, ningún punto —incluido el de equilibrio (el cruce de ambas curvas)— podía representar simultáneamente a las dos desgracias.


      El ascenso al gobierno del Reino Unido de doña Margaret Thatcher, en 1979 y de Ronald Reagan al de Estados Unidos, en 1981, con su inquietante anuncio: “El gobierno no es una solución para nuestros problemas; el gobierno es el problema”, por la vía de importantes recortes a las obligaciones fiscales de las capas de mayor ingreso, produjeron una suerte de dumping fiscal al que, tarde que temprano, hubieron de someterse el resto de economías desarrolladas, con el resultado de un Estado de Bienestar, primero, adelgazado y, ahora, en vías de extinción. Dos autores, marxistas, explican claramente la reorganización monetaria internacional que antecedió a estos resultados:


      Hasta las primeras dificultades que anunciaron la crisis monetaria de finales de los años sesenta, los países europeos y Japón recurrieron a la doble posibilidad que se les ofreció: el reajuste de su tasa de cambio, emparejada a las limitaciones de la movilidad internacional de los capitales (las múltiples modalidades del control de cambios). Cuando se puede entrever la sobrevaloración de una moneda debida a un diferencial de inflación (por el ahondamiento de los déficit exteriores y la reducción de las reservas en divisas), los capitales, presintiendo la inminencia de la devaluación, tendían a convertirse a otra moneda, liberados para efectuar en el plazo más breve posible el salto inverso, cuando el reajuste hubiese tenido lugar. Así, el ajuste de las tasas de cambio se acompañaba de un fortalecimiento del control de cambios seguido de un relajamiento del mismo, para evitar la especulación financiera.


      La posición de Estados Unidos, potencia dominante indiscutida después de la segunda guerra mundial, fue, desde el principio del juego, singular. La cláusula que estipulaba que los créditos del fmi podían ser librados en una moneda tan buena como el oro confirió al dólar, la moneda del país dominante, un papel central, consagrándolo prácticamente como moneda internacional. Si el margen de maniobra de las finanzas estadunidenses parecía reducido, la hegemonía de Estados Unidos se había consolidado. Estados Unidos no utilizó la posibilidad de ajustar el curso de su moneda, sea porque no tuvo necesidad, sea porque esa práctica habría estado en flagrante contradicción con la situación del dólar (cuando un reajuste se hizo inevitable, en los años setenta, prefirió destruir el sistema). No recurrió a los controles sino ante la proximidad de la crisis mundial, cuando su preeminencia comercial fue gravemente afectada a fines de los años sesenta.


      La renuencia del gobierno estadunidense a devaluar el dólar, sobrevaluado y cuyas enormes masas se habían acumulado en el extranjero, provocó la crisis del sistema monetario internacional entre 1971 y 1973, y el fin de la convertibilidad internacional del dólar con respecto al oro. El abandono de los cambios fijos y el pasaje a cambios flotantes fueron primero forzados y provisorios, luego establecidos en 1973. Era un primer paso hacia el nuevo orden monetario y financiero que debía ser seguido por otros, preparando la llegada del neoliberalismo. Las limitaciones en la circulación de los capitales se levantaron en Estados Unidos en 1974. Esta iniciativa fue seguida por Reino Unido en 1979, luego por el resto de Europa (Acte Unique de 1986, decisión de la Comisión y del Consejo de Ministros en 1988) y por los países de la ocde (que en 1989 adoptaron, todos ellos, el Código de liberalización).[3]


      A este proceso reformador en lo monetario financiero se le fue escoltando, desde mediados de los años sesenta, por peculiares procesos políticos e intelectuales. El primer cuerpo de novedades, se ilustra con la candidatura y campaña presidencial de Barry Goldwater, en 1964, que desde ese entonces anunciaba la conversión del Partido Republicano en el hogar del más radical conservadurismo, segregacionista, anti Estado interventor, y promotor, entre otras cosas, del creacionismo; el segundo, se expresó con la conversión del pensamiento económico, desde un intento de incorporar al legado keynesiano a la gran corriente de la sabiduría económica convencional, la llamada síntesis neoclásica keynesiana, al frontal enfrentamiento de Keynes, con Milton Friedman —asesor económico en la campaña de Goldwater— a la cabeza. Tanto en la revisión histórica de la política monetaria de Estados Unidos, como en la disertación con la que recibió el Premio Nobel de economía, en 1976, Friedman ofrece una versión antiestatista de las causas de la Gran Depresión —muy alejada de la explicación keynesiana que se apoyó en la existencia de una fuerte preferencia por la liquidez—, y una modificación de la versión estándar de la curva de Phillips, derivada de un cuerpo de rigideces (sindicatos, salarios mínimos, seguro del desempleo y propósito gubernamental del pleno empleo) que producían una tasa natural de desempleo; así, la curva citada —en la que se intercambia inflación por desempleo, sugiriendo que la ocupación y la elevación de precios se mueven en la misma dirección— pasa de su obvia pendiente negativa a asumir una forma vertical, en la que ninguna variación de los precios tendrá efecto apreciable sobre el nivel de empleo.


      Milton Friedman elaboró la llamada teoría de las expectativas adaptativas, inspiró a su alumno Robert Lucas en la formulación de la teoría de las expectativas racionales y fue un animador entusiasta de la teoría de los mercados financieros eficientes, misma que —al confundir incertidumbre con riesgo— promovió el origen financiero de la Gran Recesión, aun en curso. Aunque no hay mayores novedades friedmanitas frente al espeso legado neoclásico, dos rasgos merecen destacarse:


      a] El deliberado desapego de la realidad a la hora de construir supuestos, documentable en sus paradójicamente denominados Ensayos de economía positiva: “Se verá que las hipótesis verdaderamente importantes y significativas se basan en “supuestos” que son representaciones descriptivas muy imprecisas de la realidad, y en general, cuanto más significativa sea la teoría, más irreales serán esos supuestos”[4]


      b] El incrementado conservadurismo radical de sus propuestas, hasta el umbral mismo del neoliberalismo, con la apología de la llamada magia del mercado.


      Los dos pies del revolucionarismo conservador, el político y el económico, produjeron enormes consecuencias sociales que, en un plazo muy breve, se hicieron visibles en la profundización de la desigualdad en Estados Unidos:
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      Este proceso se percibe como una revolución, y no como un reformismo sostenido, por la forma en la que los marcos institucionales de diversa jerarquía fueron ignorados, violentados o puestos fuera de circulación, en el ánimo de restablecer —cuando no incrementar hasta la alucinación— los privilegios de los ricos. Para los países no desarrollados, además de la injerencia recurrente del Fondo Monetario Internacional en el diseño de la política económica durante los años setenta, en 1989 se formalizó un decálogo (el llamado Consenso de Washington) en el que el protagonismo fundamental correspondió a las desregulaciones, siendo la reina de ellas la privatización; las tasas de interés competitivas, la política tributaria preferentemente montada en impuestos indirectos, la educación y la salud como ámbitos únicos de la acción gubernamental, y la estabilidad en precios y tipo de cambio, significaban instrucciones complementarias a la apertura económica y comercial indiscriminadas y a la reducción considerable del tamaño y —lo que fue más importante— de las facultades institucionales de los gobiernos. Para México, tal consenso no significó una brújula económica para el porvenir sino, más bien, una suerte de teorización de bajo perfil sobre la historia que la economía nacional había recorrido desde 1982.
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